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“Interpretando esta Colegiatura la manifestación del accionante, se advierte que su intención estaba encaminada en que la Fiscalía 10 Local de esta ciudad reabriera investigación donde funge como víctima por los hechos ocurridos en un accidente de tránsito en el cual terminó lesionado, la cual se ordenó archivar por parte de la titular de ese Despacho al señalar por error que nunca había interpuesto la denuncia correspondiente y por lo tanto había caducado la querella. 

De la respuesta allegada al presente asunto por parte de la accionada, se evidencia que desde el 5 de octubre del presente año se ordenó por parte de la Fiscalía 10 Local la reactivación de dichas diligencias y se ordenó la realización de unas entrevistas; lo cual se encuentra soportado en el documento adjunto que se observa a folio 66 del expediente. De esa manera, se puede establecer que la pretensión principal del accionante se encuentra satisfecha, lo que implica que no existe la necesidad de entrar a analizar si se en estos momentos se presenta o no una conculcación en tal sentido.”

Citación jurisprudencial: Sentencia SU-540 de 2007. / Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010. / 
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ASUNTO
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JOSÉ ALBERTO BOTERO LONDOÑO en contra de la DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS, y las FISCALÍAS 10 Y 37 LOCALES DE ESTA CIUDAD, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia y derecho de petición. 
ANTECEDENTES

Manifiesta el accionante que el 28 de mayo del año 2012 instauró denuncia ante la Fiscalía 37 Local, por los hechos registrados en la investigación con Rad. No. 66-001-60-00035-2012-01361, ocurridos el 18 de marzo de esa anualidad.
El 19 de mayo del presente año la Fiscalía 10 Local de esta ciudad dispuso el archivo de las diligencias, argumentando que se había presentado caducidad de la querella por cuanto el aquí accionante no elevó denuncia.

En vista de lo anterior, el 9 de septiembre del presente año solicitó a ese Despacho revocar la decisión archivo, y en cambio continuar con la misma, al no haber operado dicha caducidad. Sin embargo, hasta el momento no ha habido pronunciamiento alguno por parte de la encartada.  
LO QUE SOLICITA 

Con base en lo anterior, solicitó la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia y derecho de petición, y como consecuencia de ello, ordenar a la Fiscalía 10 Local de Pereira dar respuesta a su derecho de petición, permitirle analizar los términos que operaron desde la ocurrencia de los hechos hasta la presentación de la querella, finalmente que en el estudio que realice a su solicitud se le garantice el debido proceso y las garantías como víctima del ilícito, motivando la decisión que al respecto tome. 
TRÁMITE PROCESAL
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 13 de octubre de 2016 y fue admitida mediante auto del día siguiente, en el cual se ordenó la notificación de los accionados y se ordenó vincular de manera oficiosa a la Fiscalía 37 Local de esta ciudad. 
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS
Fiscalía 37 Local de Pereira: Informó que la indagación a la que hace referencia el accionante, por el delito de Lesiones Personales Culposas en la que figura como víctima, se encuentra radicada en la Fiscalía 10 Local. 
Señaló que una vez tuvo conocimiento de la presente acción de tutela se comunicó con la titular de esa Fiscalía, quien le dijo que la solicitud de reapertura se atendió cuando el querellante hizo la solicitud respectiva y que de ello se le enteraría al mismo. 

Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda: Señaló que frente a la decisión de archivo proferida por la Fiscalía 10 Local de esta ciudad en el asunto de la referencia, está amparada en los principios de independencia y autonomía judicial que le asisten, pues esas decisiones se adoptan con base en el criterio, imparcialidad, objetividad y libre valoración de los elementos materiales probatorios y evidencia física de la investigación. 
De igual forma, precisó que esa Dirección cumple funciones de carácter administrativo y por lo tanto no está facultada para involucrarse en el direccionamiento que le den los fiscales a sus investigaciones. 
Mencionó que una vez consultado el sistema SPOA de la Fiscalía se encontró que la investigación de la referencia presenta un registro de activación de la investigación el 5 de octubre del presente año y se ordenaron unas entrevistas. 

Fiscalía 10 Local de Pereira: hizo un recuento de lo acontecido dentro de la investigación penal adelantada por esa Fiscalía en el asunto que aquí se ha puesto en conocimiento, de sus dichos se pueden extraer como trascendentales los siguientes:  
· El 18 de marzo de 2012 ocurrió un hecho de tránsito en el que resultó lesionado el señor José Alberto al ser atropellado por una moto, consecuencia de ese acontecimiento se le determinó una incapacidad médico legal de 90 días y secuelas médico legales consistentes en deformidad física, que afecta el cuerpo de carácter permanente; perturbación funcional del miembro inferior derecho, de carácter permanente; y perturbación funcional del órgano de locomoción de carácter permanente. 
· Se ordenó el archivo de las diligencias por “caducidad de la querella” pues dentro del cuaderno no se encontró la respectiva denuncia. 

· El 27 de julio del año avante el accionante presentó un escrito mostrando su extrañeza por la decisión de archivo pues si denunció, en el mismo manifestó adjuntar copia de la denuncia, pero se observa en el recibido de la asistente del Despacho que escribió allí “se recibe el documento sin el anexo que anuncia, o sea, denuncia. 
· El 9 de septiembre se recibió por parte de la Fiscalía 43 Local en apoyo a esa Fiscalía (por motivo de sus vacaciones), derecho de petición suscrito por el señor José Alberto, en el cual se adjuntó la querella que elevó como víctima el 28 de mayo de 2012. 

· Finalmente hizo referencia a situaciones particulares ocurridas en el mes de septiembre dentro de ese Despacho, por las cuales se tardó en dar respuesta a la petición del accionante, además mencionó el tiempo que dedica para atender la gran cantidad de usuarios afectados en hechos de tránsito que se acercan diariamente haciendo diferentes tipos de solicitudes.  
· Manifestó que sólo hasta el 5 de octubre recibió la petición, y en ese momento procedió a ordenar activar la noticia criminal y ordenó unas entrevistas que deberá desarrollar el investigador de campo. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si los Despachos de la Fiscalía que son accionados aquí, han vulnerado los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia y derecho de petición del señor JOSÉ ALBERTO al ordenar erróneamente el archivo de la investigación dentro de la cual fue víctima por el delito de lesiones personales culposas en un accidente de tránsito, así como por guardar silencio ante su solicitud de reapertura de la misma. 
3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante judicial, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de una autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

Son los jueces quienes se encuentran en la tarea de proteger la aplicación de los derechos fundamentales de los administrados brindando a todos la posibilidad de acudir, sin mayores formalismos, a la protección directa e inmediata de estos, cuando estima han sido violentados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, buscando así el cumplimiento de uno de los fines del Estado como es la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes.
Interpretando esta Colegiatura la manifestación del accionante, se advierte que su intención estaba encaminada en que la Fiscalía 10 Local de esta ciudad reabriera investigación donde funge como víctima por los hechos ocurridos en un accidente de tránsito en el cual terminó lesionado, la cual se ordenó archivar por parte de la titular de ese Despacho al señalar por error que nunca había interpuesto la denuncia correspondiente y por lo tanto había caducado la querella. 
De la respuesta allegada al presente asunto por parte de la accionada, se evidencia que desde el 5 de octubre del presente año se ordenó por parte de la Fiscalía 10 Local la reactivación de dichas diligencias y se ordenó la realización de unas entrevistas; lo cual se encuentra soportado en el documento adjunto que se observa a folio 66 del expediente. De esa manera, se puede establecer que la pretensión principal del accionante se encuentra satisfecha, lo que implica que no existe la necesidad de entrar a analizar si se en estos momentos se presenta o no una conculcación en tal sentido.

En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional, que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. Así lo ha consignado:
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 

“En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas primigenias que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, por la actividad del Ente investigador accionado, lo cual indica que no se hace necesario impartir una orden en tal sentido, configurándose con ello la figura del hecho superado. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente acción de tutela instaurada por el señor JOSÉ ALBERTO BOTERO LONDOÑO en contra de la DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS, y las FISCALÍAS 10 Y 37 LOCALES DE PEREIRA, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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